Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 24 minutos) 


En nombre de la Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado, doy la bienvenida al señor Ministro de Transporte y Obras 
Públicas y sus asesores, quienes han concurrido a efectos de brindarnos información acerca de la actual Rendición de Cuentas. 


SEÑOR MINISTRO.- En primer lugar, con relación al tema de la Rendición de Cuentas -que creo está en trámite parlamentario en 
la Cámara de Representantes- vamos a referirnos a lo sucedido en el año 2001 y a lo que se esboza para 2002 y años 
subsiguientes. A nadie escapa la situación que hemos vivido durante el año pasado y las consecuencias que todas estas 
alternativas regionales implicaron para el transporte y para las obras públicas, que no han sido precisamente las más alentadoras. 


Desde el punto de vista de la inversión, en el año 2001 ésta fue sustancialmente inferior a la que se había programado en la Ley de 
Presupuesto; vemos que frente a los U$S 156:000.000, que era lo que se había estipulado legalmente, el Ministerio invirtió 
U$S 128:000.000. 


En cuanto al transporte, éste se encontró con una situación recesiva en el mercado interno, lo que determinó una menor demanda, 
y esa menor demanda, evidentemente, llevó a menos actividad por parte de los transportistas, ya sea de carga o de pasajeros. En 
el caso de estos últimos, se vio que luego de haber logrado una recuperación en los coeficientes de ocupación a partir de 1995 y 
hasta 1999, después de este año se dio una situación de estancamiento y hoy día dichos coeficientes están en baja. Esto se debe 
a lo que aludimos con respecto al mercado, asociado con la actividad económica del país y con otros elementos, tal como la 
presencia de la informalidad en el transporte como algo nuevo. 


Por otra parte, la tecnología ha determinado el ingreso al país de un número muy importante de camionetas que normalmente son 
adquiridas pensando en la compra de un automóvil -en realidad, es como una especie de ómnibus pequeño- y luego se empieza a 
hacer algún "trabajito", invadiendo distintos sectores de actividad que hoy están más o menos regulados, como son el turismo o los 
servicios regulares. 


De la misma forma, podríamos hablar del transporte de carga. Evidentemente, aquí se evidencia un panorama recesivo -existen 
menos toneladas para transportar- lo que determina una menor actividad para una oferta constante, dado que los camiones ya 
existen y esto, a su vez, provoca una erosión en los precios, elemento que constituye la realidad del transporte nacional. 


Quizá sea más grave aún la situación del transporte internacional, ya que éste ha tenido que competir con dos mercados con los 
que tiene asimetrías tradicionales. Me refiero al Brasil y a la Argentina, donde ahora se suman otras asimetrías coyunturales. Por 
ejemplo, en el caso de la Argentina, actualmente las banderas uruguaya, brasileña, paraguaya y chilena pagan un peaje cinco 
veces más caro, lo que nos está llevando a tomar medidas sobre la bandera argentina. En ese país, el camionero argentino paga 
un peaje cinco veces menor que el camionero uruguayo, aunque comparten el mismo mercado y compiten por él. Esta situación se 
dio en 2001 y motivó la aprobación de un decreto por parte del Consejo de Ministros que se encuentra pendiente de aplicación por 
parte del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, con el objetivo de tomar una medida espejo en nuestro país y así cobrar al 
transporte argentino cinco veces más de lo que se cobra al transporte nacional. No somos nosotros quienes discriminamos, sino 
que ésta sería una medida compensatoria de la tomada unilateralmente por la Argentina. 


De la misma forma que ésa es una asimetría nueva que apareció en 2001, este año aparece otra por la que un litro de gas oil 
consumido por una empresa argentina vale $ 0,75 y si lo consume una empresa uruguaya vale $ 1,15. O sea que nuevamente 
tenemos una medida discriminatoria que ha establecido la Argentina en beneficio de sus transportistas y que, si bien tal vez no lo 
hayan hecho en detrimento de los extranjeros, les es desfavorable. 


Como elementos que buscan compensar esas asimetrías, el año pasado se exoneró de aportes patronales al transporte de carga. 
Además, con esto se intenta disminuir la tentación de informalidad y también reducir los costos fijos del transportista. Recordarán 
los señores Senadores que un poco antes se aprobó la erogación del Impuesto a los Ejes, que tradicionalmente gravaba al 
transporte y que era una carga fija importante. 


O sea que en el caso del transporte de pasajeros y de carga por carretera, así como en el de las inversiones, ha sido un año en el 
que no se ha podido cumplir con las metas previstas. No hay que olvidar que los U$S 156:000.000 aprobados en el Presupuesto 
eran una reducción significativa respecto del Presupuesto de años anteriores ya que, por ejemplo, en 1998 el Presupuesto de 
inversiones y obras públicas era de U$S 198:000.000. Eso ya implicaba una baja vinculada al arbitraje presupuestal que se 
planteaba, porque había otros sectores que requerían más recursos; como consecuencia, en el año 2001 hubo una reducción de 
U$S 70:000.000, lo que determina que un gran número de obras que estaban en ejecución o previstas para este quinquenio, no 
puedan cumplirse. Eso nos obligó a que algo que planteábamos como un complemento de inversión, que era la megaconcesión, 
progresivamente se fuera transformando en la única forma de poder encarar la inversión. 


Si la situación de 2001 es la que acabo de describir, la del 2002 es todavía más crítica ya que el presupuesto ha sido limitado en 
moneda nacional a $ 1.450:000.000, que al tipo de cambio promedio del año, estamos hablando de U$S 71:500.000. Es decir que 
el año pasado el presupuesto era de U$S 128:000.000 y este año es de U$S 71:500.000, lo que hace que -si bien no es tema de la 
Rendición de Cuentas, sí es de los años subsiguientes- veamos la situación de este año con gran preocupación. Con esos recursos 
podremos atender las remuneraciones y el gasto de funcionamiento. Si bien normalmente se piensa que el gasto de 
funcionamiento tiene que ver con papeles, lápices, etcétera, no debemos olvidar que dentro de él está el gas oil que consumen las 
máquinas que se ocupan del mantenimiento de la red del país que no está gestionada por el sector privado y también, por ejemplo, 
la luz de las carreteras o la iluminación de los accesos a Montevideo, que no son cuentas menores. 


Por otra parte, el mantenimiento, producto de la reforma del Estado, está gestionado en gran parte por las microempresas, que son 
de gran debilidad. Por tanto, si se les demora la cadena de pago, no tienen capacidad de mantenerse, por lo que parecería ser otra 
obligación que es necesario atender. A su vez, sería de buena administración pagar las obras que ya están ejecutadas. También 
hay obras que se han ejecutado en el pasado que por dificultades de caja no se han podido pagar y que, a su vez, han generado 
mora e intereses. 


Hago especial hincapié en que no he mencionado la realización de ninguna obra nueva. Si hacemos la cuenta de todos esos 
elementos, de los U$S 71:500.000, estamos excedidos en alrededor de U$S 20:000.000. O sea que el panorama para el año 2002 
es bastante sombrío. 


En la mitad de la enumeración, después de las microempresas, omití incorporar el concepto del aporte anual de U$S 17:500.000 
que hace el Estado a la megaconcesión. Quizás este año sea de tan sólo U$S 5:000.000, pero de todos modos no descartamos 
que llegue a la cifra anteriormente citada. En definitiva, esto es lo único que nos va quedando en pie. Quiere decir que aquello que 
planteábamos como un complemento del presupuesto para poder mantener los niveles de inversión en obras públicas, hoy se ha 
convertido, prácticamente, en el único elemento que permitirá atender -como lo hace la megaconcesión- fundamentalmente la red 
principal del país. 


SEÑOR MICHELINI.- En función de las reflexiones que está haciendo el señor Ministro, quisiera preguntar lo siguiente. Si tomamos 
en cuenta que la megaconcesión salía a captar dinero del mercado y lo garantizaba a través de los peajes, desearía saber qué 
posibilidades hay actualmente en ese sentido. Entiendo el razonamiento del señor Ministro en el sentido de que para la inversión 
sólo le queda lo proveniente de la megaconcesión porque con los dineros propios no le alcanza y, entonces, compromete los peajes 
y otros recursos futuros saliendo, en contraposición, a buscar recursos constantes y sonantes al mercado. Insisto, desearía saber si 
han recibido asesoramiento y si tienen alguna visión acerca de cuál es la capacidad que existe para captar en este momento 
recursos destinados a la megaconcesión o, en todo caso, cuánto más podría salir. 


SEÑOR MINISTRO.- Es muy clara la pregunta y se trata de un tema de particular preocupación para nosotros. Evidentemente, el 
escenario actual no es el mismo que había cuando planteamos por primera vez el tema de la megaconcesión. En aquel entonces, 
en el año 2001, teníamos un mercado financiero relativamente estable con tasas de interés de determinado nivel. Sin embargo, hoy 
tenemos un sistema financiero bastante inestable, con tasas de mercado bastante altas. Eso determina que la ecuación económico 
- financiera de la megaconcesión sufra, porque en la medida en que uno no tiene capacidad de conseguir las mismas tasas que el 
mercado ofrecía el año pasado, caben dos posibilidades: o bien el negocio da menos rentabilidad o, si la mantiene, la cantidad de 
obras que se podrán hacer es menor. 


La Corporación Nacional para el Desarrollo -que es el agente financiero en este tema- ha estado estudiando distintas alternativas y 
ha conseguido, por ejemplo, la participación de la Corporación Andina de Fomento con tasas netamente favorables con relación a 
las del mercado. Tal vez donde tenemos más problemas es en lo vinculado al mercado local, lo que llamaríamos la parte de 
financiamiento de préstamos puente, ya que allí las tasas son las del mercado bancario local que hoy son altas. Todos pensamos y 
esperamos que sean coyunturales, por lo cual esos financiamientos puente deberían ser de muy corto plazo ya que no se trata de 
estar pagando las tasas actuales en proyectos de largo plazo. A su vez, tenemos algunos otros inversores que han aumentado sus 
aspiraciones de rentabilidad en función de las circunstancias vividas en el mercado financiero en estos últimos meses. Es el caso 
de los inversores institucionales que han pretendido tener tasas de retorno acordes a la coyuntura, cuando estamos hablando de 
proyectos a largo plazo, y la situación seguramente será revisada. Entonces, debemos buscar tasas acordes con el largo plazo. 


Por otro lado, dentro de las pocas consideraciones a favor que tiene esta situación, queremos decir que la mayor recesión ha 
determinado niveles de precio por debajo de los previstos. Si bien los mayores costos mencionados hace instantes están en el lado 
financiero, en lo que tiene que ver con los egresos también existió una disminución por ese concepto. A su vez, ha habido una 
relativa erosión de los precios medidos en dólares en virtud de que los costos de la construcción tienen un indexador paramétrico 
que no refiere solamente al valor de la moneda estadounidense sino al de una canasta de materiales, mano de obra, precios de la 
construcción y el dólar. 


Por consiguiente, estos elementos son los que determinan que la ecuación económico - financiera haya tenido y tenga sus 
variaciones, obligando a que nuestra visión de ese contrato sea bastante flexible, particularmente en estas circunstancias. Mientras 
contemos con la Corporación Nacional para el Desarrollo, a través de la Corporación Vial del Uruguay, como concesionaria, 
tendremos una flexibilidad que seguramente deberemos limitar al período de esa situación en virtud de que en el proyecto de ley de 
reactivación se plantea la subasta de las acciones de esa sociedad. A partir de allí, insisto, estas flexibilidades no las podremos 
tener, al menos con el mismo grado de diálogo que tenemos hoy porque con un concesionario privado existe un conjunto de 
elementos que forman parte de los principios de oposición de intereses; en el caso de la Corporación, en muchos casos tratamos 
de conservarlos. 


Si los señores Senadores ven el contrato de concesión con la Corporación, observarán que las referencias a todo lo que son multas 
y garantías no están, porque constituyen elementos que aumentan el riesgo o gravan la concesión. 


Quiere decir que compartimos totalmente la preocupación del señor Senador Michelini y es con la que estamos tratando de lidiar. 
Lamentamos profundamente que esta idea no haya podido concretarse con anterioridad; hubiéramos encontrado un mercado más 
tranquilo y una apreciación del riesgo país totalmente distinta para la inversión local y extranjera, como así también para el ahorro 
interno. Sin perjuicio de ello, debemos tratar de que esta iniciativa -o alguna otra que pueda surgir de la imaginación de la sociedad, 
de nuestro propio Ministerio o de los empresarios- salga adelante. Por ello en el proyecto de ley de reactivación planteamos 
algunos mecanismos que van a permitir el desarrollo de otras concesiones de obra pública. Uno de ellos lo veníamos desarrollando 
a nivel de decreto, pero en algunos aspectos consideramos que es conveniente que adquiera el rango de ley. Me refiero al 
mecanismo de concesión de obra pública por iniciativa privada. En ese caso, es un estímulo para ser concesionario de obras 
públicas que se consideren viables, otorgándose una ventaja al generador de la idea. En alguna interpretación jurídica podría 
decirse que así se alteraría la igualdad de los oferentes. Entonces, entendemos que es conveniente que se establezca este 
mecanismo en una norma legal y se dé esa ventaja a quien tuvo el mérito de la idea, de invertir en ella y de presentarla; pero ése 
será otro mecanismo que reviste otros detalles que en su momento trataremos en forma más concreta. 


Además, está claro que si hoy queremos realizar las obras públicas, lo que podremos hacer será atender las que ya han 
comenzado; en cuanto a las que se quieran hacer en los próximos años, por lo menos mientras no haya otra perspectiva en el 
ambiente general de la economía, tendremos el camino fuertemente restringido. Este es un tema que daría para hablar mucho 
más. 


De todas formas, el año pasado ha habido una serie de realizaciones importantes. Por ejemplo, a pesar de la situación regional en 
2001, el Puerto de Montevideo creció un 5,81% en cuanto a cantidad de contenedores movidos, que es una cifra muy inferior al 
20% anual que se verificaba antes. Sin embargo, seguramente ese 5,81% es el promedio del año, por lo que está fuertemente 
afectado ya que en sus últimos meses tuvieron lugar los efectos de la crisis argentina relacionados con todos los contenedores en 
tránsito que ingresan al Uruguay, con el destino final en la Argentina. 


Esta cifra sigue avalando que uno de los papeles del país -ya lo hemos hablado en esta Comisión- es el de plataforma en el 
comercio regional. Asimismo, en 2001 se pudo concretar lo que fue un largo proceso de la Terminal de Contenedores, que culminó 
con la subasta del 80% de esas acciones y que permitió que para el año 2002 se generara un importante contingente de recursos, 
que hoy hace posible a la Dirección de Arquitectura tener ocupado a su personal obrero. Esta Dirección tiene un presupuesto 
propio relativamente pequeño que se agranda con las obras de sus clientes, o sea el Estado, que en estos momentos cuenta con 
menos recursos y, por lo tanto, seguramente va a achicar las inversiones, con lo que disminuirán las obras edilicias a realizar. La 
consecuencia natural sería el envío de los obreros al Seguro de Paro. La Terminal de Contenedores viene, precisamente, a llenar 
ese hueco, lo que el Presupuesto no va a poder generar. Estimamos que del total del producido, U$S 17:100.000, el volumen de 
obra a ejecutar por parte de la Dirección de Arquitectura será de alrededor de U$S 9:000.000, a llevar a cabo entre 2002 y 2003. Es 
decir que por ese lado hemos logrado, frente al mercado que se pierde por la restricción, agregar el mercado que se gana por el 
resultado de la venta de esas acciones. 


El año pasado también fue testigo de que los primeros proyectos de iniciativas privadas previstas en la Ley de Puertos empezaron 
a concretarse. El Puerto de M'Bopicuá pasó de los papeles a la realización; se trata de una obra muy importante que está bastante 
adelantada y que ha permitido tener un horizonte para los productores forestales, así como la generación de un gran número de 
empleos, que seguramente tendrá mayor trascendencia cuando la obra esté aún más avanzada. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Teniendo en cuenta las cifras que ha manejado el señor Ministro y la crisis argentina, a la que 
también se ha referido, ¿qué perspectivas ve para nuestro país? Ayer mismo se habló de que la crisis argentina producirá una 
merma sustantiva en el movimiento de contenedores por el Puerto de Montevideo. 


SEÑOR MINISTRO.- Pienso que efectivamente es así y hoy ya podemos ver que existe una merma de movimiento que se refleja 
en la menor cantidad de operaciones que realiza nuestro país vecino. Esta es la realidad, y el pronóstico que hagamos estaría 
vinculado al de la Argentina, que es bastante difícil de aventurar. De todas formas, como todo elemento de demanda, habrá una 
parte que será muy elástica y otra muy inelástica; esta última seguirá estando en el mercado y está todavía hoy, mientras la elástica 
depende de lo bien o mal que les vaya a los países. Sin embargo, ésta es la que presumiblemente va a crecer. 


Si bien tengo cierta incertidumbre en cuanto al crecimiento del mercado argentino, creo que hay algunos elementos que nos 
permitirían ser optimistas en lo que respecta al mercado brasileño por su economía, pero más que por ello por algunas decisiones 
regulatorias que ha tomado el gobierno del Brasil, vinculadas a la protección de su flota de marina mercante, que va a determinar la 
preeminencia de determinados puertos sobre otros. Este país ha establecido una norma por la que la operación de que un barco de 
una armadora internacional toque más de un puerto y mueva contenedores entre ellos, se considera de cabotaje, y ello está 
reservado a la bandera brasileña. Entonces, naturalmente, sucederá que los puertos cercanos a los grandes mercados del Brasil, 
como por ejemplo San Pablo, con seguridad mantendrán su mercado; pero esos barcos que antes hacían el recorrido San Pablo, 
Paranaguá, San Francisco Do Sul, Tubarao y Río Grande, con esta normativa seguramente no lo seguirán haciendo. Por lo tanto, 
van a hacer escala en un puerto paulista y luego vendrán al Río de la Plata. Esta última escala probablemente sea más favorable 
para atender el mercado de Río Grande y de Santa Catarina, que inclusive hacer uso de la escala de San Pablo, Santos, Sepetiva 
u otro puerto. 


Creo que existe una expectativa de crecimiento, aunque todos somos conscientes de que éste no va a ser como el que tuvimos en 
los años anteriores, ya que la Región está viviendo una situación crítica. Pero tenemos el Puerto de M'Bopicuá y han avanzado 
otros proyectos como, por ejemplo, el Puerto de Laureles y el Cerro Free Port. Además se inició la reconstrucción del Aeropuerto de 
Carrasco, que demoró más de veinte años en resolverse. Hoy estas obras han comenzado y se encuentran con el mismo problema 
al que hacíamos referencia antes: en 2001, entre los recursos generados por el propio Aeropuerto y algunos aportes que provenían 
de las reservas presupuestales del pasado, se logró hacer una parte de ellas. Seguramente, en el futuro esos recursos habrá que 
obtenerlos de la propia actividad. Por eso estamos planteando en la denominada ley de reactivación, las habilitaciones legales para 
poder realizar un procedimiento que nos permita llevar adelante el Aeropuerto de Carrasco, la terminación de las pistas, tema en el 
cual participamos en función de nuestra especialización en obras públicas, en ayuda al Ministerio de Defensa Nacional. 


SEÑORA ARISMENDI.- Con respecto al Aeropuerto, me gustaría saber cuánto se invirtió en esa reconstrucción y quién lo hizo. 
Además, el señor Ministro decía que se está buscando ayuda para terminar la obra. Entonces, mi pregunta es, en caso de que se 
vaya a vender, si se va a recuperar la inversión realizada, es decir, cuál es el negocio que se supone que vamos a hacer con el 
Aeropuerto. 


SEÑOR MINISTRO.- El Aeropuerto genera un volumen importante de ingresos por concepto de tasas aeroportuarias de distinto 
tipo. Esto es lo que ha permitido encarar la Pista 0624, que es la que se ha construido y la que estará habilitada mientras se hace la 
reconstrucción de la principal. Esa inversión, que es de algo más de U$S 20:000.000, se atendió con el producido de esas tasas 
aeroportuarias y con algunos créditos que tenía la Dirección Nacional de Infraestructura Aeronáutica, provenientes del Presupuesto 
por otros ingresos generados en años anteriores. Para terminar la obra se requieren alrededor de U$S 80:000.000 y existen 
ingresos que estimamos en U$S 23:000.000. La ecuación está así diseñada; si se es más ambicioso, se podrá pensar en más 
inversión, pero creo que ésa es la razonable: implica una terminal de pasajeros digna, pistas seguras, balizamiento adecuado, 
ayudas a la navegación, mejoras en las condiciones de estacionamiento, reubicación y redimensionado de la terminal de carga, 
etcétera. Este último es uno de los temas importantes que tiene como potencialidad el Aeropuerto de Carrasco para los próximos 
años, pero implica una inversión de U$S 8:000.000 o U$S 9:000.000. 


Todo eso forma parte de la ecuación concesional a través de la cual se plantea seguir el procedimiento -que ha sido bastante 
exitoso- de armar una sociedad con la Corporación Nacional para el Desarrollo y subastar las acciones, que están condicionadas - 
como en el caso de la Terminal de Contenedores- por obligaciones; en esta oportunidad estaríamos hablando de construcción de 
pistas, adecuación de la terminal y todo lo que corresponde a los servicios de mantenimiento y explotación, que no son poca cosa. 
Como contrapartida, los inversores tendrían derecho al cobro de una cantidad de tasas, como por ejemplo la tasa de embarque y la 
que se cobra por tonelada en la terminal de carga. No estarían en ese esquema los servicios de prestación de "handling" a los 
aviones, porque en estos días está resolviéndose la libertad de prestación de esos servicios dentro del Aeropuerto. Esto quiere 
decir que las empresas aéreas podrán autoprestarse los servicios y podrá haber prestadores de servicios para terceros, por lo que 
habrá seguramente un régimen de competencia que será favorable. 


Quiero que conste en la versión taquigráfica que con la mejor buena voluntad estoy tratando de colaborar, porque conocemos los 
números, pero me resulta bastante incómodo hablar de temas que no son de mi Cartera. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- ¿La subasta de los servicios aeroportuarios que está planteada en el proyecto de ley de 
reactivación es de competencia del Ministerio de Defensa Nacional? 


SEÑOR MINISTRO.- Todo el tema del Aeropuerto está en la jurisdicción del Ministerio de Defensa Nacional, pero la subasta va a 
ser realizada por la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- De todas maneras, tal vez el señor Ministro me pueda contestar por simple conocimiento 
como ciudadano. 


Según tengo entendido, hasta hoy existe dentro del Aeropuerto un "free shop", una empresa que presta el servicio de pista, otra 
que se ocupa del servicio de carga y una cuarta que está a cargo del estacionamiento. Confieso que en razón del trabajo que 
tenemos en el Senado no he tenido tiempo de leer con atención el proyecto de ley de reactivación productiva, pero parecería que la 
subasta va a ser global, por el conjunto de los servicios. 


SEÑOR MINISTRO.- La interpretación del señor Senador es correcta; esto es así, salvo en el caso de los servicios de tierra, que 
serán de libre prestación. El "free shop" fue licitado, pero el proceso está abortado en este momento, por lo que se incluiría dentro 
de los ingresos. El hecho de que haya más ingresos va a determinar que los plazos de concesión sean más cortos o que las 
inversiones que se puedan realizar sean más que las imprescindibles; éste es un tema que estamos definiendo, aunque diría que 
en este momento hay que conformarse con las inversiones imprescindibles y otorgar plazos cortos de concesión, porque los plazos 
largos tienen que estar vinculados con los períodos de amortización de las inversiones, y creemos que las inversiones de que 
estamos hablando se pueden amortizar en plazos relativamente cortos. 


SEÑOR MICHELINI.- Es el peor momento. 


SEÑOR MINISTRO.- Estoy de acuerdo con el señor Senador, pero a pesar de todos los inciertos ingresos futuros -cuanto más 
futuros más inciertos- creo que se puede diseñar una ecuación favorable, y esto va a permitir tener un Aeropuerto en condiciones. 
Cualquier persona que haya mirado por el ojo de buey el Aeropuerto se debe haber preguntado, a menos que no conozca nada del 
tema, si las grietas que existen son normales. La realidad es que el Aeropuerto está viejo. Recuerdo que en el curso de Evaluación 
de Proyectos de la Facultad -de la que soy profesor- en el año 1980 ó 1981 ya estábamos formulando esta iniciativa. Incluso, creo 
que el señor Director de Transporte era alumno de la Facultad en aquella época. Quiere decir que este tema se ha venido 
postergando por mucho tiempo y en algunos casos, inclusive, se dieron situaciones que implicaban eventuales riesgos. 


Por otro lado, algo importante es el servicio que se brinda y la imagen que se da al pasajero, porque lo primero que uno ve cuando 
llega a un país es el aeropuerto. A modo de ejemplo, si uno recorre el aeropuerto de Asunción del Paraguay -por poner un ejemplo 
modesto dentro de la Región- puede ver una infraestructura que no hay en el nuestro, además de una capacidad de 
estacionamiento de aviones y una cantidad de elementos para el acceso de naves que tampoco tiene el nuestro, y hay que 
considerar que tiene mucho menos tráfico aéreo. O sea que creo que habría que adecuarlo. Además, hoy tenemos otro aeropuerto 
que contrasta fuertemente con el de Carrasco, que es el Capitán Curbelo. Alcanza con ver el hall de entrada, que es totalmente 
distinto. 


A continuación, me gustaría pasar revista a las situaciones que se dan en las distintas áreas. 


En el caso de nuestra infraestructura vial, el año pasado tuvimos una erosión importante, que tal vez no sea tan manifiesta para un 
usuario en virtud de que habíamos tenido un fuerte proceso de recuperación en los años 1996 a 1999, aunque en este último año 
ya se habían efectuado recortes. Considerando una medida que usamos nosotros, a la que llamamos patrimonio vial de la nación, 
podemos decir que en el año 2001 pasamos de U$S 2.232:000.000 a U$S 2.100:000.000, lo que muestra que perdimos 
U$S 132:000.000. Esto está en relación con la diferencia de inversión de la que hablamos hoy, entre U$S 156:000.000 y 
U$S 128:000.000; los U$S 28:000.000 que no invertimos determinan que a nivel patrimonial hayamos perdido U$S 132:000.000. 
De todas formas, pudimos atender regularmente el mantenimiento rutinario de la red vial, pero cabe señalar que la situación fue 
extrema, ya que no hemos podido adjudicar ninguna licitación realizada en los años 2000 y 2001, y hasta una de 1999 ha quedado 
sin pasar a la etapa de contratación. Como recordarán, entre las del año 2000 había un programa de obras muy importante que fue 
planteado cuando presentamos el presupuesto e, inclusive, publicado en la prensa, y en lo que corresponde al año 2001 figuraba la 
finalización de la Ruta 21, en su tramo de Conchillas a Carmelo. Ninguna de estas licitaciones fue adjudicada, lo que quiere decir 
que se presentaron las ofertas y en algunos casos fueron preadjudicadas, pero no se llegaron a concretar debido a la situación a 
que ya hice referencia; además, ha habido que adecuar el ritmo de realización de aquellas obras que ya venían de antes, e 
inclusive, en algunos casos hubo que detenerlas. O sea que la situación es bastante compleja. 


También hemos tenido dificultades en el transporte ferroviario y una disminución de la cantidad de toneladas transportadas, en 
razón de la situación de recesión. 


El año pasado hemos tenido problemas con el transporte aéreo, particularmente con PLUNA, que vivió una situación que la llevó a 
su quiebra virtual, por lo que tratamos de hacer una recomposición patrimonial utilizando lo que eran créditos que tenía a favor el 
Estado -que es algo que se puede considerar incobrable- y créditos que tenía el socio privado por arrendamiento y mantenimiento 


de aeronaves; de esa forma, pudimos sacar a PLUNA de la segunda quiebra que tuvo desde que existe. No quebró porque nadie la 
reclamó. En 1996, cuando PLUNA realiza el acuerdo marco, a pesar de tener un año de vida ya tenía pérdidas, que eran 
previsibles, pero menores que las que tenía cuando la empresa era del Estado; esas pérdidas la llevaron a la situación que 
determinó la negociación del convenio marco. En el año 2001 tiene una situación de quiebra que la obliga a esta recomposición 
patrimonial. De todas formas, hasta ese momento se podía ir manejando el tema con estos conceptos, pero ahora lo que está claro 
es que de acá para adelante hay que decidir si estamos dispuestos a poner dinero; de no ser así, tenemos que retirarnos de la 
institución. 


Este es un tema incluido en la Rendición de Cuentas y que tenemos que analizar. Creo que es honesto el planteamiento que le 
hacemos al Parlamento cuando presentamos esta solicitud. ¿Cuál es la alternativa? ¿Seguir con la empresa pero no poner dinero? 
Si hacemos esto capitalizará el otro socio y progresivamente se irá diluyendo la participación empresarial del Estado dentro de la 
sociedad. Por lo tanto, creo que es más franco venir a plantearle al Parlamento que queremos tener la facultad para poder vender 
las acciones que son del Estado y tenerlo como dos elementos: uno de decisión y otro de negociación. Ambas cosas. Es un 
elemento de decisión porque nos permite decidir, por ejemplo, que no queremos seguir poniendo dinero en una línea aérea porque 
hay otras prioridades en el país; y es también un elemento de negociación porque no es lo mismo para el privado tener de socio al 
Estado que a otro señor que eventualmente puede comprar las acciones que hoy son del Estado. 


Rescatemos, igualmente, algunos elementos positivos. Estas situaciones que hemos mantenido a lo largo del año pasado también 
nos permitieron estar al margen de una situación de virtual incomunicación en el país. Todos recordarán lo que ocurrió el 11 de 
setiembre y lo que eso significó para el transporte aéreo, así como también para todo lo relacionado con los seguros. A diferencia 
de lo que hicieron los gobiernos de todos los demás países que salieron a "bancar" -por decirlo de alguna forma- los seguros de los 
aviones por sus mayores valores, a partir de esa fecha nosotros decidimos cobrar una tasa adicional a los pasajes para poder 
contratar un seguro que cubriera esos riesgos. La idea era no hacer al Estado uruguayo responsable de los riesgos, cosa que 
asumió el gobierno del Brasil y el de la Argentina, por ejemplo. Esta es también una valoración que hay que hacer al poner las 
cosas en los platos de la balanza. Tenemos una empresa que pierde y una empresa que comunica. Si es la única que comunica, 
entonces hay una consideración. Actualmente se han presentado aspirantes a los derechos de tráfico aéreo, que podrán constituir 
una competencia, y si ésta existe, serán menos las razones para hacer uso de esa facultad. Por ejemplo si se presenta una 
competencia, no nos quedaremos sin alas, por decirlo de algún modo. 


No debemos olvidar que, además, el año pasado hubo otra circunstancia que fue muy particular y que resultó producto de toda la 
situación que se está viviendo en la región, y especialmente en la Argentina. Me refiero al tema del transporte fluvial, que también 
tuvo serios problemas. Como todos recordarán, el principal operador del transporte fluvial tuvo dificultades para enfrentar el pago 
de sus compromisos, lo que determinó la fijación de nuevas tarifas y la refinanciación de adeudos. O sea que el transporte no está 
ajeno a las dificultades que acarrea el hecho de vivir en una región que se ha visto complicada en los últimos tiempos. 


De todas formas, hay algunas cosas a destacar. No sólo fue positivo el hecho de haber vendido el 80% de las acciones de la 
Terminal de Contenedores. Todos recordaremos que la apreciación inicial era que el valor de la base que se pagaría sería de 
U$S 2:500.000, y sin embargo se terminó pagando U$S 17:100.000. Verdaderamente, éste fue un elemento muy positivo, como lo 
fue el hecho de que mucho antes del vencimiento del plazo en que había que hacer las inversiones, la sociedad concesionaria 
Terminal Cuenca del Plata, trajo una inversión de un volumen muy importante de dólares. Seguramente, los señores Senadores 
habrán visto la segunda grúa portacontenedores, así como también todos los equipos de playa, las grúas Trasteiners que hoy en 
día están operando. Asimismo, se debe haber advertido la recuperación de las infraestructuras, ya que cuando se vació la playa, se 
aprovechó la oportunidad para hacer toda la recuperación interna de pavimentos y de servicios dentro de la playa, además de 
hacerse otras reubicaciones. Al mismo tiempo, se realizaron mejoras tecnológicas en el propio funcionamiento. Actualmente, 
además de los U$S 17:100.000 ya mencionados, hay invertidos alrededor de U$S 6:000.000, bastante más de lo que estaba 
previsto. A su vez, en el correr de este año, seguramente empezarán a llevarse a cabo las obras del muelle de escala. 


Además, en materia portuaria, en Montevideo, el año pasado se pudo lograr pavimentar los muelles 1, 2 y 8, haciéndose toda la 
señalización del recinto portuario. A su vez, se realizó la construcción de los accesos portuarios, que cualquiera puede ver al 
circular por la rambla portuaria, y de la plaza de servicios al turismo, junto con el retiro de los buques hundidos. Asimismo, se llevó a 
cabo el proyecto de la terminal pesquera de Capurro. Cabe agregar que la Administración Nacional de Puertos, el año pasado, por 
primera vez, tuvo que pagar Impuesto al Patrimonio, por un valor de U$S 4:000.000. 


Todo lo que hemos mencionado demuestra que hemos concretado varias obras en el Puerto de Montevideo, así como también, en 
lo que va del año, en otros puertos, como por ejemplo el de Nueva Palmira, donde prácticamente se ha duplicado la capacidad de 
silos por inversión del sector privado. 


Si bien la Dirección Nacional de Hidrografía ha estado algo pobre en sus recursos, logró terminar una obra importante, que es la 
Represa del Parque Gran Bretaña. Asimismo logró concesionar la represa del arroyo Chingolo para riego y otras actividades, tema 
éste que desde hace 50 años había quedado como un monumento surrealista, en el medio del campo, ya que era una represa 
totalmente terminada con sus revestimientos de piedra, pero sin agua. Precisamente, durante la Legislatura anterior se nos encargó 
buscar un destino para ella. Finalmente, se logró hacer lo que el ingeniero Soudriers había planteado originalmente. 


A mi juicio, entre las cosas importantes que ha llevado a cabo dicha Dirección en el año 2001, se encuentra todo lo relacionado con 
el tema de la gestión hidrográfica. El país ha podido hincar el diente a algunos temas pendientes desde mucho tiempo atrás. Uno 
de ellos es el denominado proyecto ltacuruzú, que corresponde al Arroyo Conventos, en la ciudad de Melo, lugar en el que hay un 
problema de avenidas de agua y otro de carácter ambiental, con las connotaciones poblacionales correspondientes. Sin embargo, 
podemos decir que hoy tenemos un proyecto que ha sido muy bien estudiado, claramente identificado, en el que se plantean 
distintas metas. Hemos dialogado sobre este tema con los agentes departamentales y con la sociedad civil, por lo que hoy tenemos 
una idea de cuál sería la solución viable para poder terminar con los problemas mencionados. Quiere decir que en torno a esto se 
ha hecho un avance muy significativo. 


De la misma forma se ha actuado con relación a la gestión hídrica del noreste de Rocha, tema que siempre fue muy conflictivo. 
Había 14 objetivos en pugna, por lo que podía resultar fácil tomar una decisión olvidando alguno de ellos y fallando a favor de otros. 
Sin embargo, la idea era buscar una solución que fuera armónica y contemplara a todos los objetivos fijados. Esta tarea de buscar 
la armonía no es fácil y normalmente se logra sobre la base de la razón. A mi juicio, ésa ha sido la tarea, que podríamos calificar de 


evangélica, de la Dirección Nacional de Hidrografía del departamento de Rocha. Podríamos decir lo mismo sobre la gestión de 
crecientes en el Río Yi, en la ciudad de Durazno. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Quizás resulte un poco extraña la pregunta que voy a formular al señor Ministro. En lo 
personal, considero que hay algo así como un problema de límites entre dos Ministerios: el de Industria, Energía y Minería y el de 
Transporte y Obras Públicas, junto a la Dirección Nacional de Hidrografía. Concretamente, me gustaría saber de quién dependen 
las aguas y minerales que están abajo, subyacentes, es decir, los acuíferos. ¿Dependen de la Dirección Nacional de Hidrografía o 
del Ministerio de Industria, Energía y Minería? 


SEÑOR MINISTRO.- Precisamente, una vez que terminara de hacer referencia a las aguas superficiales, iba a hablar sobre lo que 
se ha realizado en materia de aguas subterráneas. De acuerdo con lo que se establece en el Código de Aguas, la jurisdicción 
corresponde al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, a través de la Dirección Nacional Hidrográfica. Tal vez, quien pueda tener 
alguna competencia en materia de aguas subterráneas, pero no vinculada a la cantidad sino a la calidad del agua, sea el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En cuanto a la Dirección Nacional de Minería y Geología con relación al 
recurso agua, creo que está claro que no está dentro de sus competencias. 


SEÑOR LOUREIRO.- Efectivamente, como dice el señor Ministro, en cuanto a las aguas del país tanto subterráneas como 
superficiales, en dos Ministerios está radicado el poder de la administración. El Ministerio de Transporte y Obras Públicas se 
encarga de la cantidad y el de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente de la calidad. 


En cuanto a la pregunta del señor Senador con relación a cómo juega la Dirección Nacional de Minería y Geología, puedo decir que 
tiene capacidad para estudiar el subsuelo y han adquirido equipos de perforación para realizar los estudios. Esto les permite 
especializarse en los estudios hidrogeológicos. Sin embargo, el legislador fue muy preciso al otorgar las competencias como 
administradores a los Ministerios que ya mencioné. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Por fin he hallado el lugar donde puedo realizar la pregunta. El señor Ministro Abreu, que ayer 
estuvo en este ámbito, cree que las aguas son de él. 


Mi pregunta se debe a una duda emergente a raíz de la futura escasez del agua dulce, del agua potable y al hecho de que una 
multinacional compró Salus. Por tanto, no sólo compró la tierra, sino también el subsuelo y exporta agua mineral. El señor Ministro 
me hace una seña con la cabeza y cuando a mí me lo dijeron también la hice. ¿Habrán comprado la parte de abajo o sólo la de 
arriba? 


Supongo que cuando se hace un pozo se tendría que pedir permiso aunque, en general, nadie lo hace y puedo decir que yo hice 
varios y no pedí los permisos correspondientes. Creo que el gran problema surge cuando se trata de yacimientos de agua con 
calidad para la exportación o de reservas sustantivas desde el punto de vista estratégico. En esos casos a uno le surge una gran 
interrogante. Además, según se nos ha dicho existen ambiciones monopólicas en el tema de las aguas minerales embotelladas por 
parte de multinacionales que han comprado otras empresas y no sólo Salus. Entonces, la gran pregunta es ¿quién tiene los 
derechos sobre ese tipo de yacimientos de aguas de calidad? En ese caso, ¿qué papel juega el Estado? ¿Alguien puede comprar 
un predio, como el de Matutina, Salus o Nativa, extraer el agua sin límites y exportar a todas partes del mundo? 


SEÑOR MINISTRO.- De acuerdo con nuestro Código de Aguas, el agua es un recurso del Estado; el tema es que dicho Código 
establece que quien hace aflorarla es quien tiene el derecho. 


SEÑOR LOUREIRO..- El tema que planteaba el señor Senador es muy interesante y bastante complejo. ¿Cómo debería funcionar 
idealmente un sistema de gestión de aguas subterráneas? Habría que identificar la capacidad del acuífero, es decir, cuál es su 
volumen de recarga de agua para poder determinar la cantidad de agua a extraer, a fin de que de ese balance surja que la 
explotación sea sustentable. Como dije, técnicamente habría que conocer el potencial del acuífero y saber cuál sería la recarga, 
para conocer qué cantidad de agua se puede extraer sin comprometer su vida. Lamentablemente, nosotros no operamos de esa 
manera porque no contamos con esos estudios. Exceptuando el acuífero Guaraní, donde estamos tratando de desarrollar un plan 
de gestión, en el resto del país los particulares realizan las perforaciones -algunos no piden permiso y otros lo solicitan luego de 
realizar la perforación, pero en general es poca la gente que pide autorización antes de perforar- y el Ministerio les otorga el 
derecho a la explotación de esa agua por una cantidad determinada. Sin embargo, no se conoce el volumen de recarga. Se trata de 
verificar que no se producen deterioros en los usuarios registrados en la Dirección. Puede decirse que lo que hacemos es sacar 
una fotografía de lo que está pasando en el Uruguay; no estamos haciendo una gestión, no estamos mirando el pasado ni 
contemplando el futuro porque no tenemos los recursos para hacerlo. 


Por último, como decía el señor Ministro, el agua del subsuelo pertenece al Estado y el particular debería pedir un permiso de 
estudio para poder realizar una perforación. De ocurrir así, el Estado lo otorga y luego de que el agua aflora, si el Ministerio lo 
entiende conveniente, da un permiso para la extracción de un determinado caudal. Lo que generalmente sucede es que la gente 
perfora, luego se pide el permiso y entonces se verifica qué caudal se va a extraer y se otorga un permiso para ese caudal, a fin de 
tratar de conciliar la realidad con la ley. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- En caso de que se comercialice el agua que extrae un particular -en este caso una importante 
empresa multinacional- y habida cuenta de la escasez futura de ciertas aguas, me pregunto si el Estado, que es el propietario de 
esa agua, no tiene derecho a reclamar algún pago. 


SEÑOR LOUREIRO.- Efectivamente, el Código de Aguas habilita el cobro de un canon, cosa que el país nunca puso en práctica 
porque cada vez que alguien dice que le va a cobrar algo a cierto sector, éste pega un grito muy fuerte. Recuerdo que en los años 
1996, 1997 y 1998 el sector arrocero tuvo un pico en su producción económica y cuando se le preguntó si estaba dispuesto a pagar 
algún canon por el uso del agua, respondió que eso los sacaría del mercado. En ese momento, la bolsa de arroz estaba en U$S 12 
y hoy está en poco más de U$$ 5. Entonces, si en esa oportunidad no se podía pagar, ahora la posibilidad sería menor. 


Puedo informar que Salus ha pedido permiso para extraer el agua y nosotros los hemos tratado como a cualquier otro usuario, 
otorgando el permiso para la explotación de sus perforaciones sin especificar el cobro de ningún canon por dicha explotación. Lo 


que podría hacer el país sería establecer una tasa imponible a la exportación de agua, pero no se está cobrando ningún canon por 
las aguas de mesa y tampoco se les cobra a otros usuarios, a pesar de que está previsto en la ley. 


SEÑOR MINISTRO.- Prosiguiendo con el tema de las aguas superficiales, creo que también hemos hecho avances importantes en 
el régimen de control de emergencias en el caso del río Yi, en la ciudad de Durazno, a través del programa financiado por el Banco 
Interamericano de Desarrollo y la Organización de Estados Americanos, y el programa Cascos Blancos originario de la Argentina. 


Esto nos ha permitido tener un sistema previsible de inundaciones y de uso de suelos; y no sólo tiene el valor de ser hecho en la 
ciudad de Durazno, sino que la metodología es aplicable a cualquier otro lugar que tenga ese tipo de problemas. Se trata de un 
tema de particular relevancia. 


En cuanto a la cuenca del Río Negro, que es una de las más importantes del país, allí pugnan por el agua distintos intereses, que 
van desde el hidroeléctrico hasta el riego y los distintos cultivos que usan la precipitación natural. 


Con relación al tema al que hacía referencia el señor Senador, el año pasado fuimos protagonistas de algo que era sumamente 
necesario. Me refiero a la regulación del acuífero Guaraní, particularmente dentro de lo que era la zona de alta explotación. Tal vez 
no habíamos sentido la necesidad de establecer regímenes regulatorios para el afloramiento del agua, porque los pozos estaban 
muy aislados. Pero, en este caso, empezaron a aparecer perforaciones -lo cual es muy estimulante, porque se pretendía 
explotarlas con destino turístico- como la del Hotel Quiroga, la de Remeros, la de Santallana, la de Daymán, la de Canarek o la de 
la Posada del Siglo XIX, que empezaron a pugnar por el recurso. Entonces, viendo esa situación, tuvimos que ir a ese proceso a 
que hacía referencia el señor Director Nacional de Hidrografía, que debería existir en todo el territorio. Pudimos hacer modelos de 
simulación físico matemáticos que nos permitieron establecer un criterio de perforaciones, radios de influencia de una perforación, 
elementos compensatorios de caudales o de presiones frente al que perfora en la vecindad de un pozo ya existente, así como ver 
otras cosas importantes, tales como, por ejemplo, que ni siquiera los pozos del Estado cumplían con la ley. El primero que se 
presenta a aspirar a un pozo cumpliendo las reglamentaciones es un privado, y eso determina que nos demos cuenta de que hay 
que empezar a regularizar lo que ya está. 


Otro elemento importante también vinculado con las aguas subterráneas y el acuífero Guaraní es el tema de la prospección de las 
aguas termales en Artigas, que tradicionalmente tenía el anhelo de ser un departamento termal, ya que geológicamente tiene las 
mismas formaciones que el departamento de Salto. Sin embargo, la riqueza termal no le había llegado. Hoy hemos avanzado en 
dos proyectos. Por un lado, hemos estudiado el subsuelo hidrogeológico del departamento de Artigas, confirmando efectivamente 
que existe el recurso, localizándolo, viendo dónde es más disponible y dónde puede haber inconvenientes, o si el acuífero está 
interrumpido por determinadas capas que hacen que la potencia de los yacimientos de agua puedan ser menores que los que 
requiere una explotación continua y sostenible. 


Considero que fue muy importante analizar cómo era la geología para los procesos de recarga de los acuíferos y haber encontrado, 
en acuíferos más superficiales, agua caliente -aunque no tanta como la del acuífero Guaraní- y en acuíferos más profundos, aguas 
con otras características, más salinas. Tal vez esto no se mida en los dólares que cuesta, pero sí en la importancia que tiene. 


Todo esto condujo a una reglamentación que seguramente no fue muy fácil de implementar, pero afortunadamente se hizo con 
audiencias públicas en donde participaron todos los intervinientes. Por suerte, hemos llegado a una situación de aceptación del 
esquema regulatorio, ya que como ustedes saben es muy difícil imponerlo en un ambiente donde no lo había. 


Este es otro avance que ha hecho la Dirección Nacional de Hidrografía, además de haber participado en los temas portuarios a los 
que ya hice referencia. También avanzamos en un proyecto que la Ley de Presupuesto nos había encomendado, que tiene que ver 
con un puerto en La Charqueada. La Dirección Nacional de Hidrografía ha hecho el relevamiento batimétrico de los 23 kilómetros 
del Río Cebollatí frente a la Laguna Merín. Esto está en proceso de contratación de una firma consultora para hacer un estudio de 
factibilidad. La Ley de Presupuesto establecía estudiar la viabilidad de un puente sobre el río Cebollatí, pero como no tenemos los 
recursos para encararlo en este momento a través de una consultora, lo estamos haciendo como un trabajo universitario en el 
marco del Proyecto de Transporte de la Facultad de Ingeniería, de la cual soy docente. Es decir que nos estamos tratando de 
ingeniar con los pocos recursos de que se dispone para tratar de dar cumplimiento con los mandatos que hemos recibido. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Dado que nos está quedando escaso tiempo, no quería dejar pasar esta mención al tema de 
La Charqueada. Creo que ya habíamos hablado con el señor Ministro sobre este tema, en especial sobre su proyección al sur del 
Brasil por la vía de la Laguna Merín, Canal San Gonzalo, etcétera. Tal vez hayamos hablado de esto sin versión taquigráfica, por lo 
que quería pedir al señor Ministro que nos dijera cuál es la importancia del puerto de La Charqueada y cuál es su proyección desde 
el punto de vista uruguayo, no brasileño, que supongo también tendrá sus planes al respecto. 


SEÑOR MINISTRO.- Actualmente, la importancia del Puerto de La Charqueada está vinculada con el arroz; éste pasea por el 
territorio nacional, y si hablamos de Rocha, podemos decir que sale de la zona de Cebollatí, en unos casos converge hacia 
Lascano -donde están las plantas de recibo- y en otros, hacia Varela, haciendo luego un largo periplo que pasa por Montevideo y 
muchas veces termina embarcándose con destino al Brasil. En el caso del arroz que sale hacia el Brasil directamente de las 
plantas de secado, por lo general lo hace por vía terrestre, tanto por el Chuy como por Río Branco, con un flete caro, y su destino 
son dos localidades que, precisamente, se encuentran sobre la vía navegable. Por lo tanto, parecería bastante razonable pensar 
que hay un mercado para embarcaciones de bajo calado, fundamentalmente restringido a la propia Laguna Merín, que tiene un 
tirante de agua bajo, alrededor de dos metros y cuarenta centímetros. Ese es el mercado real que hoy en día puede haber y sobre 
el cual, con seguridad, se basará el estudio de factibilidad que estamos planteando. 


Otro mercado potencial está asociado a la piedra caliza del departamento de Treinta y Tres y su eventual procesamiento, tanto al 
grado de clinker como al de cemento portland. Obviamente, no escapará a la percepción de nadie que cuando uno establece una 
terminal, de la misma forma que pueden salir productos, pueden entrar. Allí es donde pienso que para la carga y descarga de 
graneles podría ser un tema interesante, por ejemplo en lo que hace al mercado de fertilizantes. Cabe aclarar que no estamos 
enfocando al Puerto de La Charqueada para competir con los puertos nacionales; entonces, estimular por su intermedio que los 
contenedores que bajan en el Puerto de Río Grande ingresen al territorio uruguayo, no es nuestra intención. 


SEÑOR GOROSITO.- Dado que se mencionó el tema del agua y de las competencias ministeriales, como así también el del 
acuífero Guaraní, invocándose algunas opiniones respecto de las injerencias del Ministerio de Industria, Energía y Minería, quiero 
corroborar lo manifestado por el señor Director Nacional de Hidrografía en el sentido de que se han ido aumentando y 
compartiendo las competencias a partir del Código de Aguas. En principio, intervenía en forma exclusiva el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, agregándose posteriormente el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


También es cierto que la última legislación en materia de medio ambiente, particularmente la Ley de Protección del Ambiente, ha 
ido otorgando al Poder Ejecutivo en su conjunto -sobre todo a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, que es el ejecutor- competencias amplias en lo que hace a la necesidad de una política general de aguas. 


Evidentemente, es muy elogiable el trabajo que ha hecho el Ministerio de Transporte y Obras Públicas en lo que tiene que ver con 
la regulación hídrica, inclusive con la incorporación de los elementos ambientales. De todos modos, lamentamos que no exista una 
explicitación de la política nacional de aguas de un modo más persistente, que hubiera hecho que no encontráramos determinadas 
restricciones -como seguramente le habrá ocurrido al Ministerio- para llevar adelante los proyectos. 


SEÑORA ARISMENDI.- Hemos leído la versión taquigráfica de la sesión en la que el señor Ministro compareció en la Comisión de 
la Cámara de Representantes a propósito de la consideración de la Rendición de Cuentas, y pudimos observar que le formularon 
una cantidad de preguntas. Quisiera saber si la misma preocupación que pone el señor Ministro sobre la mesa con respecto al 
transporte aéreo cuando dice "poner dinero o retirarnos del negocio", se traslada al transporte ferroviario, a partir de muchas cosas 
que hemos conversado en esta Comisión. Recién se hablaba del arroz, pero podemos mencionar el tema de la madera y sus 
perspectivas, independientemente de que en algunos casos hemos oído -y lo vamos a corroborar- que para algunos ha resultado 
más productivo dejar que la madera quede allí, que sacarla. Eso incidiría en nuestra conclusión acerca de la necesidad de 
determinadas vías para exportar esa madera y el tipo de transporte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lamentablemente, de acuerdo con el Reglamento, debemos levantar la sesión, puesto que el Senado se 
reúne precisamente a esta hora. De todos modos, no tengo dudas de que el señor Ministro concurrirá otra vez para dar satisfacción 
a lo que puede haber quedado pendiente de diálogo por falta de tiempo. 


Si no hay objeciones, podríamos convocarlo para la sesión de esta Comisión del próximo 14 de agosto. Indudablemente, los datos 
que podamos recabar serán importantes para estudiar posteriormente el proyecto de ley de Rendición de Cuentas. 


SEÑOR MINISTRO.- Pienso que se trata de dos cosas totalmente distintas. Nuestro planteamiento sobre el ferrocarril lo hemos 
hecho en esta Comisión cuando dijimos que optamos por el llamado modelo inglés o sueco, en donde -para traducirlo en términos 
más claros- el modo ferroviario es como la carretera: hay alguien que presta el servicio de infraestructura, que sería el Estado, y 
quienes lo operan, que serían empresas de transporte de pasajeros y de carga. Obviamente, en el caso de la carretera, también 
tenemos los vehículos particulares. Eso es lo que hemos tratado de llevar adelante a lo largo de estos años y no lo hemos logrado 
en virtud de que la infraestructura y la operación estaban a cargo de AFE, y el subsidio que recibía el ferrocarril estaba orientado a 
la parte operativa y no a la de la infraestructura. Por lo tanto, tenemos una infraestructura que hace cincuenta años que no recibe 
inversión. 


Lo que está planteando hoy el proyecto de ley de Rendición de Cuentas es que se asignen recursos a la infraestructura para evitar 
que la empresa operadora diga que no puede operar porque debe circular a diez kilómetros por hora, que no puede circular porque 
descarrila o que los clientes no tienen confianza. La pregunta es por qué no se invierte en las vías, en lugar de persistir en el 
subsidio de funcionamiento. Si leen el artículo que está en la Rendición de Cuentas, verán que está claro: lo que se lleva el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas es una brutal carga de responsabilidad; pasa a ser el responsable de la infraestructura 
ferroviaria, como hoy lo es de la carretera y, para cumplir con ello requiere, en el primer año, U$S 5:000.000 con cargo al subsidio 
que recibe AFE hoy, y U$S 10:000.000 para los años siguientes. Con eso podrá hacer una inversión para levantar los problemas 
infraestructurales que tiene y mantener la infraestructura ferroviaria. 


En definitiva, ése es nuestro planteo y lo hacemos porque vemos que AFE lo necesita como operador ferroviario; pero además, es 
lo que plantean todos los operadores que están interesados en participar en diversas actividades sobre ese sistema ferroviario. 
Ellos dicen que están dispuestos a hacer inversiones en locomotoras, vagones, organización empresarial, playas de maniobra 
propias, talleres, etcétera, pero que no están en condiciones de que se les pida, además, que paguen la infraestructura. Nosotros 
señalamos que tomamos esa responsabilidad en un momento en que -tal como afirmé en la presentación que hice hace un 
momento- no hay demasiada euforia en las obras públicas, pero lo hacemos porque creemos que de no cortar el círculo vicioso de 
no invertir en infraestructura, lo que tendremos, indefectiblemente, será la privación de un modo ferroviario. 


Si realmente pensamos que el "handling" de nuestra actividad de comercio está sobre el sur del Brasil, la Mesopotamia y el norte 
argentino y sobre el Paraguay, es en esas instancias donde el ferrocarril tiene una posibilidad de competir. Lo mismo sucede donde 
hay un mercado de contenedores que debe estar muy interesado en venir a estos puertos por las razones que mencioné cuando 
hablé del tema portuario. Asimismo, hay que tener en cuenta el tema potencial de la madera, que si bien ha sufrido algunos 
cambios sobre las previsiones originales, también es cierto que los productores empezaron a darse cuenta de que, en las 
distancias, cuando había que luchar con un "commodity" como la madera, resultaba imprescindible cambiar el sesgo de la 
producción. Es así que se han ido hacia maderas y procedimientos de valor agregado que van a generar embarques con este valor 
agregado, que serán mucho más discretos por ahora y recién van a tener volumen para justificar tamaños de trenes completos 
cuando todas las hectáreas estén en producción. Esto lleva a que el horizonte que estimábamos para los próximos años, 
seguramente se desfase en el tiempo. 


De todas formas, creemos que el país no se puede privar del modo ferroviario y está claro que hay que cortar ese círculo vicioso; si 
no se invierte en infraestructura, el modo ferroviario seguirá perdiendo mercado y presencia, como ha sucedido hasta el momento, 
y tampoco ayudará al tema que ocupa al país, que es poder canalizar la mayor cantidad de toneladas por esta vía y no 
redireccionarla -como se hace hoy en día- circulando por la carretera. 


Se trata de un planteamiento totalmente distinto. Aquí no estamos hablando de cerrar AFE ni nada por el estilo; por el contrario, 
decimos que es una empresa de transporte y que debe tener la dimensión que como tal le corresponde, lo que la obligará a 
redimensionar su tamaño, porque para una empresa de transporte contar con 1.700 empleados tal vez sea mucho. No estamos 


hablando de aplicar el artículo que figura en la Ley Orgánica de AFE, que dice claramente que sus empleados son amovibles -así lo 
dice a texto expreso- sino que planteamos que sean redistribuidos, es decir, que presten funciones en otro lugar. Supongo que los 
podrá absorber el conjunto general del Estado. 


Como decíamos, existirá la obligación de hacer transformaciones a la empresa operadora, pero al mismo tiempo tendremos la 
posibilidad de contar con una infraestructura ferroviaria que reciba las inversiones que, insisto, hace muchos años que no están y 
son uno de los elementos que le están clavando el puñal al modo ferroviario en su participación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero agradecer la información que el señor Ministro y sus asesores nos han brindado. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 5 minutos) 
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